CRIMENES CONTRA LA HUMANIDAD EN EL

DERECHO INTERNACIONAL

1.
- LA REPRESIÓN DE LOS CRIMENES CONTRA LA HUMANIDAD EN EL DERECHO INTERNACIONAL
La idea de una jurisdicción penal Internacional por encima de las naciones por “crímenes de Estado” surgió hace mucho tiempo, pero sólo toma cuerpo después del llamado Informe Carnegie, realizado por la Comisión Internacional para investigar las causas y conductas de la guerra de los Balcanes (Washington, 1914). Antes de ese Informe no se concebía una responsabilidad en las personas físicas por esos hechos, ya que, como es sabido, el concepto original y tradicional del Derecho Internacional era el de regular, exclusivamente, relaciones entre Estados. A partir de la Primera Guerra Mundial, adquiere importancia en las leyes internacionales humanitarias la noción de que los grandes crímenes nacidos y producidos en situaciones bélicas o en otras circunstancias también son una cuestión de responsabilidades individuales. Así se desarrolla un concepto de responsabilidad individual por violación del Derecho Internacional, especialmente de aquellos que actúan como representantes de órganos de un Estado o dirigiendo grupos militares o policiales. Se llegó a la conclusión de que esa es una forma de evitar violaciones de las leyes internacionales humanitarias.

Lo anterior toma forma en la Segunda Guerra Mundial. En efecto, en una reunión en Moscú en 1943, los ministros de Asuntos Exteriores inglés, americano y soviético acordaron comprometerse a perseguir los criminales de guerra “hasta en las regiones más alejadas de la tierra”, con la finalidad de que “la justicia se haga realidad”. Tres años más tarde, el Estatuto del Tribunal de Nüremberg definió por primera vez la noción de crimen contra la humanidad: se trataba de “el asesinato, la exterminación, la reducción a la esclavitud, la deportación, y cualquier otro acto inhumano cometido contra la población civil, antes o durante la guerra, o bien la persecución por motivos políticos, raciales o religiosos cuando esos actos o persecuciones... hayan sido cometidos como consecuencia de cualquier crimen que sea comprendido en la competencia del Tribunal o vinculado con ese crimen”. Por vez primera, jurisdicciones militares internacionales tenían competencia para juzgar individuos. Esta parecía ser, repetimos, la más efectiva forma de aplicar el derecho internacional penal y, por tanto, de prevenir los clásicos crímenes de Nüremberg. En su resolución 95, de 11 de Diciembre de 1946, la Asamblea General de la ONU “confirma los principios de derecho internacional reconocidos por el Tribunal de Nüremberg y por la sentencia de ese Tribunal”. Como consecuencia, adquiere alcance universal el derecho creado por el Estatuto y la sentencia del Tribunal de Nüremberg. Estos se han convertido en parte del derecho internacional consuetudinario.


    Dos años después surge el primer gran texto convencional internacional que sanciona uno de los mayores crímenes contra la humanidad: el genocidio. El Convenio sobre el genocidio, de 1948, estuvo inspirado por Rafael Leinkin, consejero en el Ministerio de Defensa de los Estados Unidos, según el cual el genocidio significa la destrucción de una nación, o de un grupo social o nacional, y supone la existencia de un plan premeditado y coordinado con el fin de la exterminación de dichogrupo.
Genocidio es el más grande de los crímenes contra la humanidad porque el derecho natural de un grupo a su existencia es como el derecho natural de una persona a la vida. Los atentados contra esos grupos violan el derecho a su existencia y desarrollo en el seno de la comunidad internacional. Los esfuerzos de Lemkin condujeron a que, en 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobara la Convención para la Prevención y la Represión del crimen de Genocidio, que definía así el acto criminal: “Uno cualquiera de los actos señalados a continuación cometidos con la intención de destruir, en todo o en parte, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal: 

a) Asesinatos de miembros de los grupos.

b)  Atentados graves a la integridad física o mental de los miembros del grupo.

c) Someter premeditadamente al grupo a condiciones de existencia que entrañen su destrucción física total o parcial. 

d) Acciones dirigidas a impedir los nacimientos en el seno del grupo.

e) Traslado forzado de niños del grupo a otro grupo.



    La Convención sobre el Genocidio ha sido ratificada por más de 120 estados y forma parte también del derecho internacional consuetudinario a partir de una resolución del Tribunal Internacional de Justicia

de 1971.



    La calificación de Genocidio puede aplicarse a alguno de los acontecimientos más trágicos producidos en el siglo XX. El genocidio de los armenios, el cometido por la Alemania nazi, recientemente, el genocidio de los tutsis a manos del terror hutu. También cabe aquí incluir la acción masiva de represión, de tortura y de desapariciones, llevada a cabo por los gobiernos militares de Argentina y de Chile. Efectivamente, en estos últimos casos, se cumple aquello que es propio de un genocidio: el propósito de exterminación del grupo, es decir, aquello que diferencia el genocidio de otros crímenes que tienen móviles distintos.



    En el caso del genocidio estamos ante un crimen esencialmente
político, generalmente cometido por los detentadores del poder o con su
consentimiento. El genocidio no se improvisa, se planifica. En el caso del
genocidio, la obligación de intervenir, por parte de la comunidad
internacional, es mucho más exigente que en otros crímenes. La responsabilidad internacional surge en cuanto existe un instrumento jurídico específico que obliga a los estados signatarios a “prevenir y castigar”, según los términos de la Convención. Era la idea inicial en Lemkin, para el cual “la hipotética regulación del genocidio como un crimen nacional no tendría ningún sentido porque, por su propia naturaleza, el autor es el Estado o grupos poderosos con el apoyo del Estado(.. .)por su naturaleza jurídica, el genocidio debe tratarse como crimen internacional”.

Los autores de genocidio, en Chile y en Argentina, deben ser perseguidos, no sólo porque han matado a miles de personas, sino porque han violado el orden de la humanidad pretendiendo destruir un grupo. La humanidad no puede sobrevivir si un grupo puede ser exterminado impunemente.

Los otros textos internacionales que conviene destacar aquí son las cuatro convenciones de Ginebra, vigentes también en España - de 11 de Agosto de 1949, que contemplan disposiciones aplicadas a todo conflicto armado, incluyendo a los no internacionales o internos como el que prohíbe en cualquier tiempo y cualquier lugar”: a) Atentar contra la vida y la integridad corporal, en especial el asesinato en todas sus formas, más las mutilaciones con malos tratos crueles, torturas y suplicios; b) La toma de rehenes; c) Atentar contra la dignidad de las personas, en especial los tratos humillantes y degradantes”.

Por último, en relación con los hechos objeto de persecución criminal por parte de la Audiencia Nacional española, sucedidos en Chile y Argentina durante las dictaduras militares, hay que referirse al delito de tortura y a la Convención que lo reprime,de 10 de Diciembre de 1984, de la que también es parte España. Esa Convención extiende la jurisdicción para perseguir ese delito al Estado del cual es nacional la víctima, aunque haya sido cometido en otro Estado.

Los anteriores son crímenes que obligan a la intervención del derecho internacional, es decir, que desbordan las fronteras del Estado. Por ello, su represión es responsabilidad del conjunto de la comunidad internacional y no sólo del Estado en cuyo interior se producen dichos delitos. Es lógico, ya que, como decíamos, en la mayor parte de los casos, esos delitos los comete el propio Estado o autoridades o grupos organizados dependientes o admitidos por el Estado. Se trata de crímenes reprimidos por el derecho Internacional porque, con ello, éste está protegiendo los más altos valores legales de la comunidad de Estados y de pueblos en el mundo.

En la segunda mitad del siglo XX se ha consolidado el principio de la responsabilidad individual. En 1994, la Comisión creada para estudiar el Estatuto de un Tribunal Penal Internacional estableció que, de acuerdo a los principios de Nüremberg y Tokio, “los crímenes contra las leyes de las Naciones fueron cometidos por hombres, no por entidades abstractas”.

La responsabilidad Internacional para la represión de los crímenes contra la humanidad es universalmente aceptada a pesar de los obstáculos que  políticamente  han ido apareciendo, y la incompatibilidad de ese principio con el de soberanía. Este fue, por mucho tiempo, la principal dificultad. Ya no. El concepto de soberanía ha perdido su carácter absoluto y apariencia omnipotente, se ha sometido a cambios fundamentales, particularmente reconociendo a los individuos como sujetos del derecho Internacional, así como la aceptación amplísima del concepto de Interés común en la comunidad mundial. Estos dos principios han tomado prioridad sobre las acciones del Estado. En áreas como los derechos humanos, el Estado ya no puede invocar la exclusividad de la jurisdicción nacional en relación con los derechos Individuales. Esto se ha convertido en un asunto de interés internacional y ha permitido un control sobre las acciones estatales. El concepto actual de soberanía estatal ya no es prominente sobre el ejercicio de la jurisdicción penal que se realice desde el  exterior del Estado afectado. Este es el caso de los crímenes cometidos en Chile y Argentina en la época de las dictaduras militares.

2. - LA IMPRESCRIPTIBILIDAD DE LOS CRMENES CONTRA LA HUMANIDAD Y EL PRINCIPIO DE LA JURISDICCIÓN UNIVERSAL.

Cuarenta años después del fin de la Segunda Guerra Mundial, en 1985,el Tribunal de Casación francés daba una definición de Crimen contra la Humanidad que incluía el elemento de la imprescriptibilidad. En relación  con el famoso caso de Klaus Barbie, el Tribunal utilizaba por vez primera en Francia, los conceptos evocados por el Estatuto del Tribunal de Nüremberg:

“Constituyen crímenes imprescriptibles contra la humanidad, en el sentido del Estatuto del Tribunal de Nüremberg, ... los actos inhumanos y las persecuciones que, en nombre del Estado que practica una política de hegemonía ideológica, han sido cometidos de forma sistemática, no solamente contra personas por razón de su pertenencia a una colectividad racial o religiosa, sino también contra los adversarios de esa política, cualquiera que sea la forma de su oposición”.


Sin duda, esta definición de crimen contra la humanidad dada por el Tribunal de Casación francés encaja a la perfección en las acciones terribles llevadas a cabo por los militares y paramilitares en Chile y en Argentina. Además, aparece con absoluta nitidez, como característica de dichos delitos, su no-prescripción, que es, por otra parte, usual dentro del derecho internacional.

Estos crímenes son imprescriptibles porque son incompatibles con el olvido. La prescripción no es un acto de voluntad como la amnistía o la gracia. No expresa el perdón de los hombres, sino el olvido del tiempo, que garantiza la impunidad de los crímenes después de un determinado plazo transcurrido desde los hechos (que impide la persecución penal, (prescripción de la acción pública) o desde la condena (prescripción de la pena, que no será ejecutada). La impunidad, cuando bloquea cualquier procedimiento, impide la formación de la memoria, la cual no tiene como función esencial regodearse en el pasado, sino alimentar el presente y preparar el futuro.

En Nüremberg y Tokio, cuando fueron juzgados los crímenes cometidos durante la Segunda Guerra Mundial, la distancia era demasiado corta para que la cuestión se plantease. Es más adelante, con la Convención de la ONU de 1968 y la Convención Europea de 1974, cuando se asocia la imprescriptibilidad de los crímenes contra la humanidad con la de los crímenes de guerra, en el derecho Internacional escrito. El 18 de Diciembre de 1992, la Asamblea General de las Naciones Unidas declaraba, en relación con la desaparición forzada de personas, que ésta es una práctica que debe incluirse dentro de los crímenes contra la humanidad y debe ser calificada “crimen continuado”, lo que la acerca a un crimen imprescriptible. Las desapariciones en Chile y Argentina tienen esa característica de imprescriptibilidad. (Ver articulo 1 del Convenio del Consejo de Europa de 25 de Enero de 1974, sobre la prescriptíbiídad de los crímenes de guerra de los crímenes contra la humanidad y la Resolución 291 de la Asamblea General de la ONU, de 9 de Diciembre de 1968, aprobando la Convención sobre la no-aplicación de la prescripción a los crímenes de guerra y los crímenes contra la humanidad).

En relación con la imprescriptibilidad de los crímenes contra la humanidad hay que hacer necesaria referencia a una reciente sentencia, la de 10 de Julio de 1997, del Tribunal Militar de Roma, que reconocía a Erich Priebke y Karol Hass como responsables de los asesinatos de la llamada “Fosse Arbeatina”, producidos durante la Segunda Guerra Mundial por oficiales nazis, entre ellos los imputados. Según el Tribunal Militar de Roma, la imprescriptibilidad de los crímenes contra la humanidad es un principio general del ordenamiento internacional. Con ello, el Tribunal italiano viene a decir que la imprescriptibilidad no proviene del Convenio de 1968 aprobado por la Asamblea General de Naciones Unidas, ya citado, porque éste no es sino una “consagración formal del principio de imprescriptibilidad de los crímenes en cuestión”. Es decir, la Convención no habría hecho otra cosa que expresar un principio ya afirmado por el derecho internacional consuetudinario.

Otra referencia contemporánea a la cuestión de la prescripción en los crímenes contra la humanidad podemos situarla en Hungría. En el proyecto de Ley presentado por el nuevo Gobierno democrático, dirigido a castigar a
los responsables de graves violaciones de derechos humanos fundamentales cometidos en el curso de la represión de la Revolución de 1956, por las autoridades comunistas, el Tribunal Constitucional húngaro, en su
sentencia numero 53 de 1993, ha reconocido la existencia de una regla general de deber Internacional de castigar los crímenes contra la humanidad. Ello estaría por encima de cualquier amnistía.




    De lo anterior se deduciría la existencia de una obligación de “represión universal”, o sea, una obligación general para todos los Estados de castigar al extranjero (privado u órgano estatal) responsable de un crimen contra la humanidad. Esto es lo que sucede con España, obligada a perseguir los delitos producidos en Chile y Argentina.

El derecho jurídico internacional atribuye a todos los Estados, incluyendo a los que no tienen ninguna relación directa con el delito, a través del uso del criterio de la jurisdicción universal, la potestad de poner en práctica una actividad represiva. En otros términos, en relación con los crímina iuris gentium, el derecho internacional no requiere la existencia de vínculo efectivo con el Estado que Intenta reprimir el delito; el ejercicio de la potestad punitiva no encuentra un limite en una eventual ligazón orgánica entre el autor del delito y el Estado perseguidor. Algo ciertamente muy distinto a lo que sucede con cualquier otro tipo de delito.

En los crímenes contra la Humanidad la extradición se aplica muy fuertemente, como consecuencia de la explicita e Intensa voluntad de la comunidad Internacional en reprimir las violaciones de esos crímenes. Así, en el citado anteriormente caso Priebke, la Corte Suprema de Justicia de Argentina, en fecha 2 de Noviembre de 1995, concluyó en la concesión de la extradición a Italia de la citada persona, como consecuencia del requerimiento formulado por el Gobierno italiano. En esa sentencia, la Corte rechazó los dos motivos fundamentales que se adujeron en varias fases del proceso en apoyo de la no-extradición del sujeto: la naturaleza política de los delitos en cuestión y la prescripción de los mismos. El juez argentino reconoció la imprescriptibilidad del ejercicio de la acción penal sobre la base de la naturaleza de crimen Internacional propio de los delitos imputados; ello aunque no coincidía con la construcción jurídica elaborada en la jurisprudencia francesa. De hecho, la Corte Suprema Argentina parece invocar la imprescriptibilidad de los crímenes contra la humanidad, no tanto sobre la base de la praxis internacional, considerada insuficiente, sino directamente por la naturaleza coactiva de la norma internacional incriminadora.

Parecidos argumentos están en la recordada sentencia de 1993 del Tribunal Constitucional húngaro. Aunque no existiera una norma internacional cierta que dispusiera la Imprescriptibilidad, el derecho Internacional escrito integra la norma consuetudinaria que impele a los Estados a perseguir los crímenes contra la humanidad. Con ello, a partir de la jurisprudencia francesa, que ha sido la primera en reconocer la imprescriptibilidad de los crímenes contra la humanidad sobre la base de razones de derecho internacional, se ha consolidado esta doctrina en los tribunales nacionales. Esa misma jurisprudencia francesa - por todas, ver la sentencia de 13 de Abril de 1992, de la Cámara de acusación del Tribunal de Apelación de París, en el asunto Touvier - ha precisado que, para que un delito pueda ser calificado como crimen contra la humanidad, se requiere “la participación en la ejecución de un plan concertado, llevado a cabo en nombre de un Estado que practica de forma sistemática una politica de hegemonía ideológica”. Algo que casa perfectamente con los regímenes chileno y argentino que perpetraron los crímenes contra la humanidad que persigue la Audiencia Nacional española.

Podemos concluir que la imprescriptibilidad de los crímenes contra la humanidad forma parte del principio de jurisdicción universal en relación con los crímenes contra la humanidad. Hemos visto que el carácter “Internacional” de los crímenes contra la humanidad consiente a cualquier Estado perseguir, a través de su propia jurisdicción penal, a los responsables, Incluso aunque no exista un vínculo directo entre el hecho delictivo y el ordenamiento Interno. Ello, repetimos, sobre la base de la naturaleza del principio de la jurisdicción universal para los crímenes contra la humanidad, como delitos de carácter internacional, para los cuales se ha creado un régimen jurídico ad hoc idóneo para excluir la aplicación, no sólo de la prescripción, sino de cualquier institución que pudiera obstaculizar su efectiva represión y castigo. Desde ese punto de vista, resultan completamente Infundadas las dificultades opuestas por la Fiscalía, en el caso de la Audiencia Nacional española, para la persecución de los delitos de los regímenes militares de Chile y Argentina.

3.
- LA IMPUNIDAD NACIONAL DE LOS DELITOS DE GENOCIDIO, TERRORISMO Y TORTURA COMETIDOS EN CHILE Y ARGENTINA.

Una de las razones fundamentales por las cuales se ha desarrollado un derecho internacional, con carácter obligatorio (ius cogens) para reprimir los crímenes contra la Humanidad, ha sido la dificultad para una persecución de esos crímenes a través de jurisdicciones nacionales. Esto ha sido especialmente clamoroso en algunos Estados y durante algunas épocas recientes. Por ejemplo, en relación con Latinoamérica, aparecen países como Colombia, PerCi, Bolivia, Chile o Argentina. Las violaciones de los derechos humanos, durante los regímenes militares, fueron muy relevantes, por encima de cualquier otro país, en Chile y Argentina. Están, además, bien documentadas (en Chile, a través del Informe Rettig, en Argentina, en el Informe “Nunca Más”).


    En Argentina y Chile, la impunidad se ha logrado a través de leyes específicas, en forma de amnistía y perdones, que Incluso han hecho superflua la impunidad generada por la justicia militar. Además, las  masivas a los gobiernos civiles, por los militares, en Chile y Argentina, así como a los Tribunales de Justicia, y sobre testigos ante los mismos, han sido los más importantes mecanismos fácticos y estructurales

de impunidad.


    En Chile, la ley de 1992, de 4 de Noviembre, decretó la exención de  punibilidad a antiguos “terroristas”. En Argentina hay que recordar la Ley de Punto Final de 1986, de 23 de Diciembre, decretando la prohibición
irrevocable de la persecución criminal y la Ley de Obediencia Debida de 1987, de 4 de Junio, que determina la ausencia de delito por actos en el ejercicio de obediencia a un superior, que, por esa razón, gozarían de una
“irrefutable presunción” de legalidad. Ambas leyes fueron seguidas de decretos administrativos (1986/1987), para garantizar la impunidad.

Es claro que las leyes de impunidad niegan los preceptos constitucionales y el derecho internacional, en tanto que excluyen de castigo a graves violaciones de derechos humanos, fundamentalmente por el 

mecanismo de Introducir una presunción irrefutable de que el que ha perpetrado la acción ha actuado en ejecución de órdenes superiores. En  realidad, las citadas leyes chilenas (1978) y Argentina (1986) sonincompatibles con el derecho Internacional y, por tanto, no pueden ser aceptadas en un Estado que pretenda ser visto seriamente como un Estado de Derecho. Esto es lo que debería nacer del propio poder legislativo chileno y argentino. Lo mismo podría decirse con respecto a la impunidad que surge de la justicia militar. Finalmente, en relación con la doctrina de la “orden superior”, en el sentido de “incondicional”, “absoluta” o “ciega” obediencia, que conduce al castigo para quién rehuse llevar a cabo una orden manifiestamente ilegal. Es absolutamente contraria al derecho internacional, que requiere una obediencia “reflexiva”. Tal regulación aún  permanece en el art. 335 del Código Militar chileno y en el art., 514 del argentino.


Lo anterior nos conduce a la conclusión de que la utilización de las posibilidades que da el derecho internacional y que se han expuesto en los anteriores apartados, es absolutamente imprescindible para evitar la

impunidad de los delitos cometidos durante las dictaduras militares de Chile y Argentina. No hay ninguna posibilidad, por el momento, de que esa impunidad cese en el Interior de los Estados chileno y argentino, a través de modificaciones legislativas o de la intervención de los tribunales.

Para que crímenes contra la Humanidad no queden impunes es necesario poner en marcha la jurisdicción universal. Y dado que no existe todavía un Tribunal Penal Internacional, tienen que ser Estados diferentes de aquellos que han concedido impunidad a tales crímenes los que intervengan, a través de sus jurisdicciones respectivas. Esto es algo que la Audiencia Nacional tiene y debe hacer y que, por otra parte, va en la línea de la positiva evolución del derecho Internacional, después del fin de la guerra fría, para que el principio de jurisdicción universal se desarrolle y se profundice, sin que para ello sea obstáculo la soberanía de los Estados.

Pero no sólo el derecho Internacional, al que hemos hecho referencia en este capitulo 1 - y que es de aplicación directa formando parte del ordenamiento jurídico español, en virtud de los artículos 10 y 96 de la Constitución española - sino también el propio derecho interno (Ley Orgánica del Poder Judicial) permite que, como veremos en el capítulo siguiente, los crímenes contra la humanidad perpetrados en Chile y Argentina no permanezcan impunes.

Es Indispensable hacer saber claramente a los criminales contra la humanidad que no podrán vivir tranquilos en ningún rincón de la tierra; que les será impedida la circulación o la estancia en cualquier Estado democrático. Esto debe formar parte, no sólo de una concesión a una opinión pública Indignada por actos de barbarie, sino de una política claramente definida. La forma más efectiva de aplicar el derecho Internacional humanitario es la persecución y castigo de los delincuentes, a través de jurisdicciones nacionales o Internacionales. En realidad, el derecho internacional depende precisamente de esa persecución y castigo. Como Cesare Beccaria aseguró en 1764, “la convicción de no encontrar un sólo lugar de la tierra donde los crímenes reales sean perdonados debe ser el camino más eficaz para prevenirlos.

